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I. PRESENTACIÓN 

La democracia constitucional tiene como finalidad proteger los derechos fundamentales 
y controlar los excesos del poder público y privado. Un derecho fundamental en 
democracia es la elección libre de las autoridades políticas; de ahí que: no haya 
democracia sin derechos, ni derechos sin democracia (Gerstenberg, 1997, p. 19). Por 
eso, es constitutivo del Estado democrático constitucional garantizar elecciones libres, 
competitivas, inclusivas y transparentes. 

En el Perú, luego de la dictadura de Fujimori, quien fue defenestrado el 2000 no sólo por 
violaciones a los derechos humanos y la corrupción gubernamental, sino, también, por 
el fraude electoral de su tercera reelección consecutiva prohibida por la Constitución de 
1993; produjo tanto las grandes protestas nacionales llamadas la “Marcha de los Cuatro 
Suyos”, como la intervención internacional de la Organización de los Estados 
Americanos, y, la posterior caída de su gobierno.  

Durante la transición democrática, a partir del año 2001, se pudo establecer garantías 
legales e institucionales para unas elecciones políticas libres, competitivas y seguras; 
que permitieron la alternancia en el poder presidencial y parlamentario cada cinco años, 
sin cuestionamientos nacionales e internacionales a los resultados electorales de los 
distintos partidos políticos triunfadores; como ocurrió en las elecciones presidenciales 
del 2001 con Alejandro Toledo de Perú Posible, el 2006 con Alan García del Partido Aprista 
Peruano y, el 2011 con Ollanta Humala del Partido Nacionalista del Perú.  

Sin embargo, este escenario democrático cambió con los resultados electorales el 2016 
con el triunfo del liberal Pedro Pablo Kuzcynski del Partido Peruanos por el Kambio sobre 
Keiko Fujimori, y; sobre todo, con el rechazo de la creciente oposición iliberal a la victoria 
electoral de Pedro Castillo del Partido Perú Libre el 2021 -también sobre Fujimori-. Más 
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aún, se trataba de un modesto maestro de una escuela rural andina, contra quien el 
partido perdedor interpuso casi mil recursos impugnatorios a los resultados electorales 
y, desde la oposición parlamentaria han venido promoviendo la destitución de los 
titulares de organismos electorales. 

Todo ello, nos lleva a revisar el funcionamiento de las garantías de los procesos 
electorales y, analizar si la reaparición de las fuerzas autoritarias en partidos populistas 
de derecha y extrema derecha o extrema izquierda parlamentaria, basados en una 
ideología iliberal, que usa el sistema electoral con la pretensión de retomar y/o controlar 
una cuota del poder, mediante el abuso de las potestades constitucionales (Landau, 
2013), dada la mayoría parlamentaria que han logrado desde el 2016; hace que se 
encuentre en peligro la autonomía e independencia del sistema electoral, y, en 
consecuencia, el voto libre de todos los ciudadanos.  

Más aún, si la mayoría ciudadana demanda elecciones políticas antes del 2026, debido 
a la profunda crisis de legitimidad democrática del actual gobierno sostenido solo 
únicamente por la mayoría parlamentaria iliberal, junto a los empresarios y medios de 
comunicación concentrados, a pesar que la Presidenta Dina Boluarte mantiene un 
rechazo popular del 82-83% y el Congreso del 86-90 %, respectivamente (IEP, 2024, 
DATUM, 2024). 

Ante tal peligro, surge la necesidad de reflexionar sobre cómo evitar el control y 
corrupción del sistema electoral por parte de las fuerzas populistas del Congreso, 
planteando las reformas institucionales y legales necesarias, basadas no solo en el 
cumplimiento de los mandatos electorales de elecciones libres e independientes, que 
expresen auténticamente el voto libre e informado; sino, también, conforme a los 
estándares internacionales de protección de elecciones transparentes, para mantener 
la base de la democracia constitucional (EODS, 2016, pp. 27-63). 

II. POPULISMO ILIBERAL  

El populismo iliberal aparece en el Perú con la inicial derrota electoral presidencial de 
Keiko Fujimori del 2011 frente a Ollanta Humala y luego el 2016 frente a Pablo Kuzcynski; 
pero, se afirma sobretodo con su derrota el 2021 frente a Pedro Castillo. El populismo es 
un fenómeno político caracterizado por el rechazo a la derrota electoral -como en el caso 
de Trumpo en Estado Unidos y Bolsonaro en el Brasil- en base a la adopción de un 
discurso y una plataforma que apelan a las preocupaciones y frustraciones de la 
población, a menudo en el Perú centrados en cuestiones relacionadas con la lucha 
contra el terrorismo, el comunismo, la inseguridad ciudadana, la migración venezolana y 
el apoyo al empresariado informal.  

Este populismo ha tenido repercusión en el Perú debido al malestar social o económico, 
durante la transición democrática; pero, busca canalizar dicho malestar contra el Estado 
democrático constitucional liberal, su sistema electoral, sus organizaciones políticas, 
sociales, así como, contra sus líderes. Las características del actual populismo en el 
Perú es que es básicamente de derecha, extrema derecha y minoritariamente de extrema 
izquierda; los mismos que postulan una democracia iliberal basada en: 
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Enfoque autoritario para abordar problemas de seguridad y orden público, con 
propuestas como la pena de muerte, el retiro del Perú de la competencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la sanción a las minorías parlamentarias 
disidentes, o, la prohibición de la participación de partidos regionales en elecciones 
nacionales.  

Concentración del poder en el Congreso cuando han perdido las elecciones 
presidenciales; a partir de lo cual la mayoría parlamentaria busca destituir a presidentes 
electos por el pueblo y designar a sus reemplazantes; asi como, también inhabilitar penal 
o políticamente, mediante la judicialización de la política -law fare-, a sus adversarios. 

La mayoría parlamentaria populista busca controlar la autonomía de las instituciones 
democráticas, mediante el nombramiento no plural de los magistrados del Tribunal 
Constitucional, del Defensor del Pueblo, así como, erosiona o corrompe la 
independencia del Ministerio Público, del Poder Judicial, y, busca sancionar a los 
titulares de organismos autónomos, como del Jurado Nacional de Elecciones, la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales, la Junta Nacional de Justicia, entre otros.  

El populismo iliberal implementa una política legislativa cultural bajo influencia 
conservadora -católica y/o protestante- en contra del enfoque de género en la educación, 
la eliminación de estándares de calidad educativa, el uso de la píldora del día siguiente, 
la protección de los delitos de odio, la proscripción del derecho al referéndum 
constitucional; así como, políticas anti-inmigración y un discurso belicista en la defensa 
de la soberanía nacional. 

También apoya a grupos económicos emergentes informales y a las élites económicas, 
mediante la desregulación, el manejo presupuestal y la manipulación tributaria con fines 
proteccionista en beneficio de dichos poderes fácticos, en menoscabo del manejo 
responsable de las finanzas públicas. 

Es importante destacar que el populismo peruano desarrolla un modelo de democracia 
iliberal, que puede manifestarse de diversas maneras, aunque no todos los líderes o 
movimientos que se autodenominan de derecha adoptan todas estas características. 
Esto es así, en la medida que la interpretación y aplicación del término "populismo" ha 
variado según el tiempo, el contexto político y cultural específico. 

En ese sentido, cabe desvincular el actual populismo de derechas, del tradicional 
populismo de izquierda de los años setenta, que tuvo un potencial de constituir una 
fuerza social de reivindicaciones sobre todo económicas; movilizando a la gente común 
y corriente sobre todo del mundo andino, que carecían de representación en el espectro 
político tradicional hasta los ochenta.  

No obstante, esta visión maniquea de una sociedad de ricos y pobres también vendría a 
gestar un rechazo contra el orden establecido por los partidos tradicionales. Así, sobre 
estas premisas, por ejemplo, se impuso en la elección presidencial de 1990 Alberto 
Fujimori sobre Vargas Llosa; para posteriormente el propio fujimorismo ir debilitando la 
institucionalidad política democrática hasta nuestros días. Es bajo esta perspectiva que 
a continuación se intentará analizar en particular el conflicto generado por los resultados 
de las últimas elecciones generales y la importancia de los organismos electorales para 
proteger la institucionalidad democrática.  
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III. ORÍGENES DEL DESCONOCIMIENTO DE LOS RESULTADOS 
ELECTORALES 

Las elecciones generales de 2016 determinaron como ganador a Pedro Pablo Kuczynski, 
un tecnócrata liberal que ganó en una ajustada segunda vuelta electoral a Keiko Fujimori 
por 0.2% de los votos. Sin embargo, el fujimorismo consiguió electoralmente un control 
mayoritario del Congreso, desde el cual prometió gobernar el país, lo que desencadenó 
una crisis Ejecutivo-Legislativo. En donde la mayoritaria oposición parlamentaria utilizó 
la figura de la vacancia presidencial como una herramienta de amenaza y represión 
política. Así, tras el fracaso de un primer pedido de vacancia presidencial -por supuestos 
cargos de corrupción-, con el segundo pedido de vacancia por incapacidad moral 
permanente, Kuczynski renunció al cargo de Presidente de la República en marzo de 
2018. 

Tras la renuncia de Kuczynski el Congreso nombró al primer vicepresidente Martín 
Vizcarra Cornejo como Presidente de la República, para completar el período 
presidencial hasta el 28 de julio del 2021. Pero, la inestabilidad política producto del 
intento del Congreso de someter al nuevo Presidente continuó; llevando a que el 
gobierno hiciera un uso inédito de la cuestión de confianza facultativa para que el 
Congreso se pronunciara sobre la promoción de sus políticas gubernamentales, no solo 
políticas, sino, también de medidas anticorrupción.  

Pero, tras la segunda negativa del Congreso de otorgar la cuestión de confianza , de 
acuerdo con el artículo 134 de la Constitución, presentada por el Presidente del Consejo 
de Ministros, en este caso para reformar la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional a fin 
que permitiese una elección de los magistrados del Tribunal en base al mérito y no por 
designación de la mayoría política, el Presidente Vizcarra disolvió el Congreso el 30 de 
setiembre del 2019, convocando a nuevas elecciones congresales para completar el 
período parlamentario hasta el 2021. 

El nuevo Congreso -aunque menos hegemónico para el fujimorismo, pero igualmente 
populista- inició funciones en marzo de 2020; así, el conflicto político continuó siendo 
severo. De modo que, el Presidente Vizcarra fue sometido a dos procesos parlamentarios 
de vacancia por incapacidad moral permanente, por investigaciones fiscales del 2012; 
siendo frustrada la primera por falta de los 87 votos de congresistas para su destitución; 
pero, el segundo proceso de vacancia por la misma materia sí culminó con la aprobación 
de la mayoría parlamentaria iliberal de su vacancia presidencial el 9 de noviembre del 
2020.  

Ante la acefalía presidencial, de acuerdo con la Constitución asumió la Presidencia de la 
República el Presidente del Congreso, Manuel Merino. Pero, quien incluido su gabinete 
iliberal no duró ni cinco días en el cargo debido a las grandes movilizaciones populares 
juveniles de rechazo a su designación, liderada por la llamada “Generación 
Bicentenario”; debido a la arbitrariedad de la destitución presidencial por la mayoría 
parlamentaria. Pero, sobre todo, por la represión policial con el saldo de tres jóvenes 
muertos y más de cien heridos; lo que le llevó a Merino a renunciar el 15 de noviembre 
del 2020. 

Seguidamente, el Congreso encargó al nuevo Presidente del Congreso Francisco Sagasti 
la Presidencia de la República. Él formaba parte del reducido grupo de 19 congresistas -
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entre 130- que no había votado a favor de la vacancia contra Vizcarra. La Presidencia de 
Sagasti, como la de sus predecesores, también fue precaria. Su gobierno se enfrentó a 
una serie de problemas como la segunda ola de la pandemia, que generó conflicto 
político por la oposición parlamentaria iliberal por la obligatoriedad de la vacunación, el 
uso de la vacuna china, sin perjuicio del escándalo de corrupción del “vacunagate”. Sin 
embargo, a diferencia de sus tres predecesores, consiguió terminar el periodo 
presidencial pendiente del electo Presidente Kuzcynski.  

Es en el marco de este conflicto político y de la pandemia mundial del Covid-19 que se 
desarrollaron las elecciones políticas generales presidenciales y parlamentarias de 
mayo del 2021; a pesar de los pedidos de la oposición de querer diferirla so pretexto de 
la pandemia. Luego de los resultados de la segunda vuelta electoral entre Keiko Fujimori 
de Fuerza Popular y Pedro Castillo de Perú Libre, este obtuvo un ajustado 51.19% de votos 
que le dio la victoria, de acuerdo con la Oficina Nacional de Procesos Electorales -ONPE-
; lo cual fue desconocido por Fujimori, quien alentada por los poderes económicos, inició 
un cuestionamiento a los resultados electorales, a través de los medios de 
comunicación concentrados, la desinformación política electoral y las llamadas noticias 
falsas en las redes sociales sobre un supuesto fraude electoral. 

Así, contra ese resultado electoral el populismo iliberal de derecha y extrema derecha 
presentó ante el Jurado Nacional de Elecciones -organismo constitucional encargado de 
la justicia electoral- 1088 solicitudes de nulidad de votación de las mesas de sufragio; 
siendo hasta la actualidad el más alto número de impugnaciones registrados ante el 
órgano electoral de primera instancia y ante el Pleno del JNE. La mayoría de las 
impugnaciones fueron presentadas por el partido perdedor Fuerza Popular, que solicitó 
la nulidad de 943 actas -250 mil votos- por supuestas irregularidades causadas en las 
mesas de votación.  

Fuente: Gobierno y Justicia Electoral –JNE 2023 

 

Estas impugnaciones se dieron principalmente en el sur andino, áreas en donde Castillo 
tuvo una victoria determinante. Si bien, el artículo 363 de la Ley Orgánica del Jurado 
Nacional de Elecciones señala que los Jurados Electorales Especiales declaran la 
nulidad de una votación en mesa cuando “haya habido fraude, cohecho, soborno, 
intimidación o violencia para inclinar el voto a favor de una lista de candidatos o a un 
candidato determinado”; ninguna de las situaciones previstas correspondía a las 
impugnaciones realizadas.  

Partido político Cuestionamiento 
de identidad del 
miembro de mesa 

Otros motivos  

Fuerza Popular 921 22  

Partido político 
Perú Libre 

16 129  

Total general 937 151 1088 
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La Constitución reconoce el derecho del ciudadano al debido proceso y garantiza la 
protección jurisdiccional. Sin embargo, también proscribe el abuso del derecho. Por esta 
razón, los Jurados Electorales Especiales y en última instancia el JNE rechazaron las 
masivas impugnaciones formuladas de manera temeraria y sin pruebas. Ello, sin 
perjuicio de que procedió la anulación de algunas actas, que llegaron al Jurado Nacional 
de Elecciones; pero, ello no llevaba a cuestionar la labor neutral e independiente de las 
entidades electorales denunciada por la oposición iliberal en el conteo de los votos y en 
la recolección de las actas electorales. 

Más aún, los diversos informes de las Misiones de Observación Electoral tanto de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) y la Unión Europea en el marco de las 
Elecciones Generales 2021 -primera y segunda vuelta electoral-, concluyeron que las 
elecciones peruanas fueron limpias y transparentes destacando además la alta 
profesionalización de los organismos electorales en el desarrollo de sus funciones 
constitucionales y legales.  

No obstante, la mayoría iliberal del Congreso creó iniciada la legislatura del 2022 una 
comisión parlamentaria de investigación del supuesto fraude electoral que estuvo en 
funcionamiento casi todo el primer año del gobierno del Presidente Castillo; dedicado a 
imputar al titular del Jurado Nacional de Elecciones y del RENIEC responsabilidades 
legales sobre un supuesto mal manejo del proceso electoral, pese a no haber encontrado 
evidencia alguna; pero, sí han intentado someterlo a juicio político al titular del JNE, a 
pesar que el artículo 99 de la Constitución no prevé su aforamiento (La República, 2024).  

IV. AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL DE LOS ORGANISMOS 
ELECTORALES  

Según la Encuesta Nacional de Ciudadanía del Bicentenario del JNE, respecto del apoyo 
a la democracia, el 60% de ciudadanos considera que la democracia es preferible ante 
cualquier otra forma de gobierno, es decir, aún hay un alto índice de personas no 
contrarias a las formas más autoritarias (40%). Del mismo modo, hay un 68% que 
considera que sus representantes no toman en cuenta su opinión y un 53% perciben que 
no tienen ninguna influencia sobre la decisión del gobierno (JNE, 2022). 

De otro lado, el “Informe sobre el estado de la democracia en el mundo 2022” de IDEA 
Internacional, señala en sus conclusiones que hay un deterioro y estancamiento de la 
democracia en un contexto global donde todo cambia con mucha rapidez y los países 
considerados inclusive como democracias consolidadas presentan vulnerabilidades 
que hay que prestar atención. De donde se puede colegir que los países como el Perú 
con democracias débilmente consolidadas, dicho deterioro se hace más evidente. 

La integridad electoral, por tanto, recobra una relevante importancia en la realización de 
los procesos electorales y su consecuente relación con la democracia representativa 
ante la creciente amenaza del populismo iliberal de derecha y extrema derecha sobre 
todo, que dominan el Congreso peruano; pues, se requiere de instituciones electorales 
con un alto nivel de independencia y autonomía frente al acoso de dichas fuerzas 
políticas. 
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Frente a esta amenaza, la integridad electoral ha sido medida a través de diversas 
metodologías como el análisis de las instituciones formales, los procedimientos, marcos 
legales, de informes de observación electoral y las percepciones de confianza electoral 
por parte de la ciudadanía, actores y expertos, así como, de las estrategias de los actores 
políticos. 

En esa línea la administración de la gobernanza y justicia electoral se convierte en un 
desafío para los organismos electorales para garantizar elecciones limpias, eficientes y 
justas (Hartlyn et al, 2019), así como también para generar la confianza y credibilidad 
ciudadana. En el modelo clásico de la administración electoral, se disponía que las 
elecciones fueran llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo y validada por el Legislativo. 
Dicho modelo fue reemplazado por uno, en el que los organismos encargados de las 
elecciones políticas tuvieran autonomía y sean independientes del Poder Ejecutivo y del 
Congreso. 

En el caso peruano, el antecedente de la creación del Jurado Nacional de Elecciones de 
1931 fue la llamada Junta Electoral Central, que era un organismo colegiado compuesto 
por nueve miembros, que contemplaba, en su estructura, la creación de Juntas 
Electorales Departamentales y del Registro Electoral. Antes de ello, la organización de 
los procesos electorales recaía sobre los poderes legislativo y ejecutivo. (Paniagua 2003) 

Pero, a partir de la vigencia de la Constitución del año 1993, el diseño electoral peruano, 
estableció una suerte de trinomio conformado por el Jurado Nacional de Elecciones 
(JNE), la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) y el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil (RENIEC), con funciones establecidas en la Constitución 
(art. 177), en la que a su vez se determina la relación de coordinación interinstitucional y 
autonomía que debe regir su actuación. El rol principal del sistema electoral queda 
detallado en el artículo 176 de la Constitución cuando expresa que:  

El sistema electoral tiene por finalidad asegurar que las votaciones traduzcan la 
expresión auténtica, libre y espontánea de los ciudadanos; y que los escrutinios 
sean reflejo exacto y oportuno de la voluntad del elector expresada en las urnas 
por votación directa.  
Tiene por funciones básicas el planeamiento, la organización y la ejecución de los 
procesos electorales o de referéndum u otras consultas populares; el 
mantenimiento y la custodia de un registro único de identificación de las 
personas; y el registro de los actos que modifican el estado civil.  

Quedando en claro que los organismos que conforman el sistema electoral vendrían a 
ser los principales promotores y defensores de los derechos electorales y de 
participación política de los ciudadanos, asegurando procesos electorales limpios y 
transparentes en donde la voluntad popular se vea reflejada en sus resultados. 

Por su parte, la Constitución asegura la autonomía de estos organismos electorales al 
tener procedimientos específicos de selección de sus miembros y al brindarles 
inmunidades especiales, como no estar sometidos a juicio político por el Congreso, 
según el artículo 99, asegurando así su funcionamiento independiente. Su organización 
se expresa en la conformación del Jurado Nacional de Elecciones, máximo órgano de 
justicia electoral cuya composición es de carácter plural y colegiado. Son cinco 
representantes de los cuales uno de ellos es elegido por el Poder Judicial, que es quien 
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lo preside y, entre los demás integrantes: uno es elegido por la Junta Nacional de Fiscales, 
otro en elección popular del Colegio de Abogados de Lima y los otros dos representantes 
elegidos por los decanos de las facultades de derecho de las Universidades Públicas y 
Privadas-. En el caso de los titulares de ONPE como RENIEC, estos son elegidos 
mediante concurso público de méritos por otro ente autónomo como es la Junta 
Nacional de Justicia (JNJ). 

La Constitución, con el fin de proteger el sistema electoral les brinda a estos organismos 
una serie de garantías especiales. Por un lado, en su art. 142 protege sus decisiones, 
regulando que: “No son revisables en sede judicial las resoluciones del Jurado Nacional 
de Elecciones en materia electoral (…)”. Y, por otro lado, otorga inmunidad al Presidente 
del JNE de la potestad del Congreso de formular acusación constitucional contra altos 
funcionarios del Estado, como al Presidente de la República, los congresistas, los 
ministros, vocales de la Corte Suprema, etc.-, por infracciones a la Constitución o por 
delitos en el ejercicio de sus funciones.  

No obstante, la mayoría parlamentaria; por un lado, ha decidido que es pasible de acusar 
constitucionalmente al actual Presidente del JNE, con el argumento que como proviene 
de la Corte Suprema está sujeto a juicio político, lo cual es una interpretación 
prevaricadora del texto expreso del artículo 99 de la Constitución, y; por otro lado, ha 
incorporado a los titulares del JNE, ONPE y RENIEC como pasibles del juicio político en 
el artículo 99 (JNE, 2024).  

V. DEFENSA DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

La participación política es la más relevante de las distintas llamadas que hace la 
Constitución a los ciudadanos para intervenir en los diversos ámbitos de convivencia que 
tienen como miembros de la comunidad política democrática. El artículo 2, numeral 17, 
de la Constitución reúne estos ámbitos al referirse al derecho fundamental de toda 
persona a participar en forma individual o asociada primero en la vida política y también 
económica, social y cultural de la Nación. De aquí, que se reconocen derechos políticos 
electorales, así como, también su participación a través de los partidos políticos, que a 
continuación se analizan. 

VI. DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES  

La participación política se realiza a través de las elecciones políticas generales -
presidencial y parlamentaria- y regionales y locales -gobernadores regionales y alcaldes 
muncipales- y es la manifestación del principio fundacional del Estado democrático 
constitucional: el principio democrático, que exige reconocer a cada ciudadano sus 
derechos políticos para intervenir en las decisiones públicas, mediante la elección de las 
autoridades en procesos limpios y transparentes. Pero, la participación no actúa solo 
como derecho político electoral, sino como un principio o valor relevante para el 
funcionamiento democrático de la sociedad y el Estado (Cajaleón y Pomareda, 2022). No 
obstante, la crisis política que se expresa en el desequilibrio de poderes en el Perú ha 
traido aparejada afectaciones a los propios derechos de participación política. 
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Así, el conflicto político generado por la mayoría iliberal del Congreso contra el Ejecutivo 
ha implicado la vacancia o renuncia de una serie de presidentes de la República elegidos 
por el voto popular (Landa, 2023). Dicha situación ha incidido en los derechos de los 
ciudadanos, ya que, acorde al artículo 45 del texto constitucional, el poder del Estado 
emana del pueblo; para lo cual los ciudadanos participan directamente en la elección 
del Presidente de la República, mediante los derechos políticos de elegir y ser elegidos a 
los más altos cargos públicos, que son inherentes al sistema democrático 
representativo.  

Por otro lado, el derecho fundamental a participar en la vida política de la Nación no solo 
implica el sufragio y la elección de representantes. El artículo 2, numeral 17, de la 
Constitución reconoce que los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de 
participación. En este sentido, el artículo 31, párrafo primero de la Constitución señala 
que los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos mediante 
referéndum, iniciativa legislativa, remoción o revocación de autoridades y demanda de 
rendición de cuentas. 

Así, una de las propuestas de la campaña electoral del 2021 del presidente Pedro Castillo 
fue convocar a un referendum ciudadano para convocar a una Asamblea Constituyente 
con el objetivo de modificar la Constitución de 1993. Pese a que esta demanda de la 
creciente opinión popular que solicitaba reformas a la Constitución, llevaron a la mayoría 
parlamentaria -populista iliberal- a aprobar en enero de 2022 la Ley N.º 31399, que en la 
práctica impide el ejercicio del derecho a la reforma constitucional mediante referéndum 
popular, dado que somete dicha derecho a la decisión del Congreso. 

Ante esta situación, el Ejecutivo interpuso una demanda de inconstitucionalidad contra 
dicha ley. En este proceso constitucional, la nueva composición del Tribunal 
Constitucional -nombrada por la mayoría del Congreso- falló a favor del Parlamento; 
afirmando que la decisión de deliberar y aprobar la reforma total o parcial de la 
Constitución es competencia exclusiva y excluyente del Congreso de la República. 

Lo expuesto demuestra, un juicio parcializado del Tribunal, al señalar que el órgano 
revisor de la Constitución es por naturaleza, el Parlamento. Sin embargo, ello no implica, 
argumenta semánticamente, que en atención a la importancia de la reforma 
constitucional, esta deba estar diseñada de forma tal que haya una participación 
colectiva que la democratice con mayor alcance entre los diferentes grupos sociales de 
la comunidad. Gobierno y pueblo deben tener libertad de iniciativa, y debe permitirse 
fórmulas de participación colectiva en su aprobación, como una forma de legitimación 
mayoritaria (Tribunal Constitucional. Exp. N.º 0001-2022-PI/TC, fj. 46). 

Sin embargo, esta ley impide que se presente el referéndum para aprobar una ley aún 
cuando el propio artículo 32 de la propia Constitución regula expresamente que: “Pueden 
ser sometidas a referendum: 1) La la reforma total o parcial de la Constitución (…)”. Así, 
el TC con una nueva composición ad-hoc a la mayoría iliberal parlamentaria, optó por 
declarar infundada la demanda, recortando uno de los derechos políticos más 
necesarios para intentar resolver la crisis democrática peruana, mediante reformas 
constitucionales del modelo político constitucional que sean sometidas a referéndum. 
Como así se hizo el 2018,cuando el gobierno del Presidente Martín Vizcarra sometió a 
referéndum popular cuatro reformas constitucionales: la creación del Senado y de la 
Junta Nacional de Justicia, la prohibición de la reelección congresal inmediata y la 
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penalización del financiamiento ilegal de los partidos políticos; las mismas que fueron 
aprobadas salvo la creación del Senado (Landa, 2023).  

Posteriormente, en un contexto de creciente conflictividad social y política, el Ejecutivo 
presentó el 27 de abril de 2022 un proyecto de reforma de la Constitución para incluir la 
posibilidad de convocar una Asamblea Constituyente, como otra vía para la reforma total 
de la Constitución, proyecto que no prosperó por la mayoría populista iliberal en el 
Congreso. Como puede colegirse, el legislativo actuó en contra de lo dispuesto por la 
Constitución al introducir limitaciones a la participación ciudadana, con el aval del 
Tribunal Constitucional. 

Finalmente, la apuesta por la participación política ciudadana directa, no solo en 
elecciones, se debe a que existe una prologanda crisis de los viejos y nuevos partidos o 
movimiento políticos; que han sido creados en función de cada una de las elecciones 
políticas presidenciales de los último lustros. Si bien, los partidos democráticos en la 
transición democrática han sido los ejes de la caída y ahora contensión de las 
agrupaciones autoritarias, luego de dos décadas de transición democrática dichas 
organizaciones políticas se encuentran unas contaminadas y otras arrinconadas como 
producto también de la crisis de la política misma.  

Si bien, el primer párrafo del artículo 35 de la Constitución señala que los ciudadanos 
pueden ejercer sus derechos individualmente o a través de organizaciones políticas 
como los partidos políticos, movimientos o alianzas, y tales organizaciones concurren a 
la formación y manifestación de la voluntad popular. No obstante, este mandato 
constitucional no ha sido cumplido. Más aún, en el 2016, mediante la Resolución 
Legislativa del Congreso N.° 007-2016-2017-CR, la mayoría parlamentaria fujimorista 
modificó el artículo 37.5 del Reglamento del Congreso para evitar disidencias al interior 
de su partido. Esta modificación impidió que los congresistas en actividad que se 
retiraban de algún Grupo Parlamentario quedaban impedidas de integrarse a otro. La 
redacción era la siguiente: 

Artículo 37. Los Grupos Parlamentarios son conjuntos de Congresistas que 
comparten ideas o intereses comunes o afines y se conforman de acuerdo a las 
siguientes reglas: 
No pueden constituir nuevo Grupo Parlamentario ni adherirse a otro, los 
Congresistas que renuncien, sean separados o hayan sido expulsados del Grupo 
Parlamentario por el que fueron elegidos, salvo el caso de alianzas electorales 
conforme a ley, que hayan decidido disolverse, en cuyo caso podrán conformar 
Grupo Parlamentario conforme al numeral 1.  

Esta situación afectaba los derechos políticos de los ciudadanos en la medida que 
limitaba el acccionar de sus representantes políticos democráticamente elegidos. Esta 
norma fue declarada inconstitucional por la composición anterior del Tribunal 
Constitucional protegiendo los derechos fundamentales de los parlamentarios (Exp. N.º 
0006-2017-PI/TC).  
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VII. ESTADO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS  

Perú es un caso extremo de descomposición de los partidos políticos. Casi veinticinco 
años después del colapso del régimen autoritario de Fujimori, los políticos peruanos 
democrátas no han podido reconstruir las viejas estructuras de sus partidos. Todos los 
partidos creados después de 1990 no han alcanzado una permanente relevancia 
electoral nacional o se han quedado en vehículos estrictamente personalistas -
Fujimorismo, Solidaridad Nacional, Perú Posible, Partido Humalista o el partido PPK de 
Pedro Pablo Kuzcynski- (Levitsky y Zavaleta, 2016, p. 412). 

La mayoría de los políticos son ahora agentes libres, partisanos con bolsas de dinero o 
buscándolas para crear sus propias candidaturas o negociando posiciones en las 
candidaturas de otros, con aportes dinerarios de distinta procedencia para cada 
elección; lo que ha generado la infiltración de fondos irregulares y hasta ilícitos para el 
lavado de activos (El Pais, 2017). De este modo, los partidos han sido sustituidos por 
"coaliciones de independientes", o candidaturas compuestas por agentes libres que se 
unen para las elecciones y luego se disuelven (Zavaleta, 2014). Aunque los partidos 
nacionales sobreviven, solo lo hacen nominalmente debido a la ley electoral que exige 
que los candidatos presidenciales y al Congreso se presenten en candidaturas de partido 
y pasen la valla electoral. 

Los políticos de menor rango -los que se presentan solo al Congreso, a las legislaturas 
regionales, a los concejos municipales y a la mayoría de las alcaldías- negocian, en cada 
elección, puestos en las listas de otros políticos. Muchos candidatos compran su puesto 
en las listas legislativas, con pagos que, al parecer, oscilan entre los 20.000 y los 120.000 
dólares. Aunque la mayoría de los políticos se afilian formalmente al partido de cuya lista 
forman parte, estas "afiliaciones partidistas" son, en realidad, contactos a corto plazo 
que abarcan un único ciclo electoral (Levitsky y Zavaleta, 2016, p. 418). 

Dado que los partidos que son viables en unas elecciones a menudo no lo son en las 
siguientes, los políticos ambiciosos deben renegociar constantemente sus afiliaciones 
partidistas. Esta práctica de cambiar de partido -es conocida como transfuguismo-. Esta 
situación implica una desarticulación entre la voluntad del pueblo soberano, las 
organizaciones políticas y la de sus representantes, poniendo de manifiesto el hecho de 
que muchos congresistas antepongan sus intereses personales a los de sus 
representados y a los de su organización política (Landa, 2001). 

En el ya mencionado Exp. N.º 0006-2017-PI/TC el propio Tribunal Constitucional Peruano 
habló sobre este fenómeno. El Tribunal Constitucional definió el problema del 
transfuguismo como "(...) el transfuguismo se refiere al fenómeno en virtud del cual un 
funcionario, que ocupa un cargo de representación popular, decide, dentro del periodo 
institucional respectivo, retirarse de la agrupación política que avaló su candidatura e 
incorporarse a otra". (Exp. N.º 0006-2017-PI/TC, fj. 22). Y distinguió entre transfuguismo 
legítimo e ilegítimo, sancionando solo el ilegítimo. Siendo el transfuguismo legítimo 
aquel basado en la disidencia política y la libertad de conciencia. En esta sentencia, el 
Tribunal Constitucional se pronunció tomando una decisión positiva para la protección 
de los derechos fundamentales de las minorías parlamentarias que podrían verse 
afectadas por la nueva normativa perseguida por la mayoría populista iliberal de 
congresistas (Cajaleón, 2020).  
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No obstante, las decisiones de la mayoría parlamentaria iliberal también viene 
debilitando aún más la presencia ya tenue de los partidos políticos en la política peruana; 
debido a la eliminación de las elecciones internas en los partidos políticos a través de 
primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias de los candidaturas políticas - conocidas 
como las PASO-, así como, el incremento del requisito del número de firmas para la 
inscripción de nuevos partidos políticos, la reincorporación del voto preferencial y la 
anulación de las multas y sanciones a los partidos infractores a la ley electoral 
(Rodríguez, 2024).  

Además, la amenaza digital generada por la desinformación del populismo iliberal 
mediante el uso de las herramientas digitales (Ruiz, 2014), como se demostró en las 
últimas elecciones presidenciales del 2021, son señales de una grave amenaza para el 
funcionamiento de un sistema electoral que pueda caer en la falta de representatividad, 
competitividad, equidad, transparencia y legitimidad social. 

VIII. PROPUESTAS DE REFORMAS ELECTORALES  

A lo largo de la comunicación se han señalado problemas que actualmente padece la 
democracia representativa y el sistema electoral en el Perú. Estos problemas son: el 
déficit institucional vulnerable al actuar de los políticos de turno; el deterioro de la 
calidad de la representación política, acompañado de una crisis de legitimidad del 
Congreso y de la Presidencia de la República; un sistema de partidos políticos poco 
organizados y corrompidos, sujetos a caudillos; y, un proceso de fraccionamiento y 
polarización en la política. Frente a esta situación, en el 2018 el Poder Ejecutivo promovió 
la creación de una Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política (CAPANRP, 2019), la 
misma que se ha renovado con nuevos aportes (Crisis Group, 2024) de los cuales 
extraemos algunas de sus recomendaciones más resaltantes  

En primer lugar, para mejorar la representación política se recomienda la adopción de la 
bicameralidad1; la creación de circunscripciones electorales más pequeñas; 
modificaciones en el procedimiento de inscripción y cancelación de partidos; las 
elecciones primarias de los candidatos de los partidos abiertas, simultáneas y 
obligatorias (PASO) para acreditar mínimos de respaldo ciudadano; y, en el caso de los 
gobiernos regionales, cambiar el criterio de representación para la elección del Consejo 
Regional, con la finalidad de fomentar una identidad colectiva local.  

En segundo lugar, se sugiere realizar modificaciones para combatir la corrupción en los 
partidos y fomentar la rendición de cuenta con la ciudadanía, esto con el fin de combatir 
la crisis de legitimidad a la que se enfrentan los partidos políticos en el Congreso y en el 
gobierno. Entre las medidas más resaltantes se encuentran la regulación y penalización 
del financiamiento partidario ilegal; la eliminación de la inmunidad parlamentaria 
(manteniendo el antejuicio); el impedimento de postular a cargos de elección popular a 
quienes tengan sentencia condenatoria por delito doloso; y, el fortalecimiento de las 
capacidades de fiscalización y control de las máximas autoridades de los gobiernos 
regionales y municipales. 

 

1 Si bien mediante ley 31930 (20-3-2024) ha sido reincorporado el Senado a la Constitución de 1993; 
sin embargo se realiza en un contexto de desequilibrio entre los poderes; con lo cual se refuerza más 
aún el parlamentarismo en un modelo constitucionalmente histórico presidencial del gobierno. 
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En cuanto, al mejoramiento de la democracia y al control político se recomienda 
mantener la eliminación de la inmunidad parlamentaria declarada por el Congreso, la 
elección de los representantes al Congreso en la segunda vuelta electoral presidencial; 
la delimitación de la cuestión de confianza que pueda presentar el Presidente del 
Consejo de Ministros al Congreso, la racionalización de la censura ministerial por el 
Congreso y la disolución del Congreso por el Presidente de la República; la eliminación 
de la causal de vacancia por incapacidad moral del Presidente de la República; la 
modificación del periodo de solo 5 años de los magistrados del Tribunal Constitucional; 
entre otras. 

Si bien, pocas medidas fueron aprobadas, muchas en cambio no fueron implementadas 
o incluso en los últimos años han sido revertidas por parte de la clase política iliberal del 
Congreso. Así, dos medidas que se encontraban aprobadas han sido dejadas sin efecto, 
como las elecciones internas de los partidos -PASO- y se intenta revertir la eliminación 
de la inmunidad parlamentaria. La primera de ellas fue suspendida para las elecciones 
generales de 2021 y subnacionales de 2022, para finalmente anularla el 2024; mientras 
que la segunda al ser una norma de reforma constitucional se encuentra pendiente de 
segunda votación para ser derogada.  

Cabe mencionar que estas discusiones se iniciaron en el marco de la polarización y 
oposición anómica de la mayoría parlamentaria en contra del Poder ejecutivo desde el 
2016 hasta el 2022; razón por la que el debate fue de baja calidad y sesgado por los 
intereses de los caudillos promotores de una democracia iliberal, que debilita o anula el 
control y balance de poderes, así como, los derechos políticos y de participación de los 
ciudadanos.  

Todo lo mencionado nos lleva a sostener que las modificaciones normativas no serían 
los únicos procesos que deberían llevarse a cabo para que se realice la necesaria 
reforma política que garantice elecciones libres y transparentes en el Perú. Sino que, 
también es necesario establecer estándares de conducta de los candidatos y 
representantes políticos, sin perjuicio de promover la participación ciudadana para el 
surgimiento de una nueva generación de líderes que mejore los partidos políticos y 
fortalezca las instituciones encargadas de hacer cumplir las normas constitucionales, a 
través de los partidos políticos y el ejercicio de los derechos de participación 
ciudadanos. Procesos complejos y de larga data, pero necesarios si se desea una real 
reforma democrática en el Perú. 

IX. CONCLUSIONES 

Queda claro que existen fuerzas políticas iliberales en la clase política peruana cuyo 
principal objetivo es asentarse en el poder, abusando de las instituciones que 
originalmente fueron creadas para proteger la democracia, copando las instituciones 
democráticas independientes encargadas del control constitucional y procurando hacer 
lo propio con los organismos electorales.  

Esta situación pone en riesgo el próximo proceso electoral para renovar la Presidencia de 
la República y el Congreso, así como, los gobiernos regionales y municipales; lo cual 
condiciona el ejercicio de una serie de derechos políticos para elegir nuevas autoridades 
plurales, en el cual los ciudadanos puedan ejercer sus derechos electorales con 
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candidaturas respetuosas del orden legal y constitucional, así como, con autoridades 
electorales inpedendientes del poder político o no sujetas al acoso o presiones de la 
mayoría parlamentaria como viene sucediendo. 

En efecto, los conflictos políticos del Congreso con las instituciones electorales (Jurado 
Nacional de Elecciones, Oficina Nacional de Procesos Electorales), judiciales (Junta 
Nacional de Justicia), amén del copamiento de otras (Tribunal Constitucional y la 
Defensoría del Pueblo) han ocasionado un permanente y masivo rechazo por parte de la 
ciudadanía al Congreso y a la Presidenta, así como, serias llamadas de atención de 
organismos internacionales gubernamentales como la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, la Organización de los Estados Americanos, y, organizaciones no 
gubernamentales, como American Wacht, Amnistía Internacional, entre otras.  

No obstante, las fuerzas políticas iliberales en el Congreso y el Ejecutivo desoyen las 
demandas y los derechos de la ciudadanía que reclaman nuevas elecciones, reparación 
de las graves violaciones de los derechos humanos, el no uso de la justicia contra los 
adversarios políticos, como en el caso de los ex Presidentes Pedro Castillo y Martín 
Vizcarra, a quienes han inhabilitado y procesado para impedir que participen 
activamente en las próxima elecciones al Congreso y/o a la Presidencia de la República. 

Es en este contexto de conflictividad en donde la debilidad de las instituciones de la 
democracia peruana se hacen más visibles, se ha instalado un desequilibrio entre los 
poderes del Estado, en favor de la mayoría parlamentaria que viene implementando un 
programa político iliberal ad-hoc al Ejecutivo en contra de los organismos electorales 
autónomos y los derechos políticos ciudadanos; lo cual pone en peligro en el Perú los 
estándares nacionales e internacionales de unas próximas elecciones libres, 
competitivas, inclusivas y transparentes.  

Barcelona, 20 de febrero de 2024.  
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